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Tema:
Demanda contra el obligado solidario: La Corte Suprema de Justicia ha sostenido como regla general la necesaria comparecencia del verdadero empleador al proceso cuando quiera que se pretenda imponer obligaciones generadas en la relación laboral -como la solidaridad, por ejemplo- ha establecido, sin embargo, que en aquellos eventos en que se encuentre inequívocamente demostrada una obligación clara y actualmente exigible en cabeza de aquel (obligado principal), bien por la existencia de un acta de conciliación ora por la definición de un proceso anterior, no se requiere de su vinculación.
SALVAMENTO DE VOTO: DOCTOR JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Desde el salvamento de voto que presenté al auto de 16 de marzo de 2016 hice notar la equivocación en que incurría en ese momento la mayoría de la Sala al ordenar seguir adelante con un proceso que, a pesar de la existencia de un Litis consorcio necesario entre presunto empleador y obligado solidario, permitía la desvinculación del primero.

La razón es de simple lógica jurídica: Si en un proceso se pretende la declaración de existencia de un contrato de trabajo y que producto de esta se impongan obligaciones al presunto empleador, pero además que el cumplimiento de las mismas pueda ser exigido a un tercero en desarrollo de la figura de la solidaridad, obvio resulta que, al permitir la desvinculación del primero, no existirá legítimo contradictor respecto de la existencia o no del contrato de trabajo y por ende ninguna obligación habrá de derivarse de esa actuación. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISION LABORAL No. 1

Magistrada Ponente: Ana Lucía Caicedo Calderón

Acta No. ____

(Febrero 2 de 2018)

Sistema oral - Audiencia de juzgamiento

Siendo las …………… de hoy, 2 de febrero de 2018, la Sala de Decisión Laboral No. 1º del Tribunal Superior de Pereira se constituye en audiencia pública de juzgamiento en el proceso ordinario laboral instaurado por el señor GILDARDO ANTONIO VERA ARIAS en contra de ARCH INVERSIONES DE COLOMBIA LTDA. Para el efecto, se verifica la asistencia de las partes a la presente diligencia: Por la parte demandante… Por la demandada…

Alegatos de conclusión
De conformidad con el artículo 82 del C.P.T y de la s.s., modificado por el artículo 13 de la Ley 1149 de 2007, se concede el uso de la palabra a las partes para que presenten sus alegatos de conclusión. Por la parte demandante… Por la parte demandada…

SENTENCIA

Como quiera que los alegatos coinciden a cabalidad con los puntos fácticos y jurídicos objeto de discusión hasta este punto, procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia emitida el pasado 31 de enero de 2017 por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira.
PROBLEMA JURIDICO


Dado el esquema del recurso de apelación, el problema jurídico se circunscribe, en esencia, a determinar si en el presente asunto hay lugar a imponer como condena a cargo de la demandada en calidad de solidaria responsable el pago de alguna obligación que pudiese adeudar JEFFRI RODRÍGUEZ CARMONA y LEONARDO RODRIGUEZ, presentados como empleadores por el demandante, quienes, dicho sea de paso, no fueron notificados de la acción que en principio se presentó también contra ellos, como más adelante se precisará en detalle.
I – ANTECEDENTES
El señor GILDARDO ANTONIO VERA ARIAS asegura que prestó sus servicios personales, remunerados y bajo la continuada subordinación de JEFFRI RODRÍGUEZ CARMONA y LEONARDO RODRIGUEZ, como vigilante de una obra de construcción en la calle 14 No. 19-76 de Pereira, que su vinculación laboral se produjo de manera verbal desde el 15 de mayo de 2012, siendo despedido el 18 de agosto del mismo año. 

Indica además que la obra consistía en la edificación de unas instalaciones locativas para “seguridad Dossi”, y que el contratante de la misma fue la empresa codemandada “ARCH INVERSIONES DE COLOMBIA LTDA”; añadió que laboraba de lunes a domingo en horario de 6:30 pm a 6:30 am, devengando como contraprestación la suma mensual de $600.000 y que durante dicho periodo no se le cancelaron las cesantías, intereses a las cesantías, prima de servicios y vacaciones, y que nunca fue vinculado al Sistema de Seguridad Social. Finalmente, refiere que el 23 de octubre de 2012, llegó a un acuerdo por escrito con el señor JEFFRY RODRIGUEZ CARDONA (allegado como anexo de la demanda) consistente en que este le pagaría quincenalmente la suma de $200.000 hasta la finalización de la obra.
En ese orden, pide que se declare que entre JEFFRI RODRÍGUEZ CARMONA, LEONARDO RODRIGUEZ, ARCH INVERSIONES DE COLOMBIA LTDA y GILDARDO ANTONIO VERA ARIAS existió contrato de trabajo a término indefinido entre el 15 de mayo y el 18 de agosto de 2012, y que además, los dos primeros, en calidad de empleadores, y la última, de manera solidaria, como beneficiaria o dueña de obra, sean condenados al pago de las prestaciones sociales adeudadas, calculadas en la suma de $396.576, lo mismo que al pago de la indemnización moratoria por la falta de pago de las prestaciones sociales, por un valor, hasta la fecha de presentación de la demanda, de $11.320.000; y de $600.000 a título de indemnización por despido injusto.
Antes de pasar al resumen de la contestación de la demanda, es necesario advertir que mediante auto del 16 de diciembre de 2015 (Fl. 40) el despacho de primera instancia decretó la perención del proceso, y el consecuente archivo de las diligencias, habida cuenta de que había transcurrido más de un (1) año sin que el demandante actuara en procura de la notificación de JEFFRI RODRÍGUEZ CARMONA y LEONARDO RODRIGUEZ. Contra dicha decisión interpuso recurso de apelación la parte actora y la Sala, mediante auto del 16 de marzo de 2016 (Fl. 52), modificó la decisión atacada en el sentido de ordenar el archivo de las diligencias, única y exclusivamente en lo que se refiere a los señores JEFFRI RODRÍGUEZ CARMONA y LEONARDO RODRIGUEZ, de conformidad con lo dispuesto en el parágrafo único del artículo 30 del C.P.T. y de la S.S., al haberse presentado contumacia por parte del demandante en su notificación, y además dispuso la continuidad del proceso con la demandada que ya había sido notificada.
En respuesta a la demanda, ARCH INVERSIONES DE COLOMBIA LTDA se opuso a la prosperidad de las pretensiones incoadas en su contra, dado que su objeto social no guarda relación alguna con la construcción de obras civiles, de modo que no resulta aplicable, en su caso, el artículo 34 del C.S.T.
II - SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
La jueza de primera instancia absolvió de las pretensiones a la demandada e impuso el pago de las costas procesales al demandante, al considerar lo siguiente: 

1) Aunque si bien de las pruebas practicadas –tanto la testimonial como las documentales- se puede deducir la existencia de un contrato de trabajo entre el demandante y JEFFRI RODRÍGUEZ CARMONA, dicha declaración no se puede hacer sin la necesaria concurrencia del supuesto empleador al proceso; y en todo caso, con las pruebas practicadas, no hay manera de establecer los extremos temporales de la relación laboral, puesto que en el acuerdo suscrito entre el demandante y JEFFRI RODRÍGUEZ CARMONA no se establecen tales hitos, y la declaración del señor NELSÓN ALARCÓN (único testigo del proceso) no solo es inexacta sino poco confiable.
2) Aun si en gracia de discusión se admitiera la existencia del contrato de trabajo, no sería posible condenar solidariamente a la empresa ARCH INVERSIONES DE COLOMBIA, como se pide en la demanda, puesto que no hay relación de objeto entre la actividad desarrollada por el trabajador -la de vigilancia de una obra de construcción- y el objeto social de la demandada.
III - RECURSO DE APELACIÓN

A la decisión acabada de resumir se opone el apoderado judicial de la parte actora, pidiendo su revocatoria en segunda instancia para que en su defecto se acceda a condenar solidariamente a la demandada, ARCH INVERSIONES DE COLOMBIA LTDA, por las acreencias laborales adeudadas por JEFFRI RODRÍGUEZ CARMONA. 
Como sustento, señala que la existencia del contrato de trabajo se encuentra plenamente comprobada y que los extremos de la misma se deducen claramente del testimonio del señor NELSÓN ALARCÓN, quien indicó la fecha aproximada en la que vio al demandante en las obras de construcción de “seguridad Dossi”, desarrollada cerca al terminal de transporte de Pereira, tal como claramente lo indicó. 
De otra parte, indicó que la Sala Laboral había dejado muy claro en el auto dictado el 16 de marzo de 2016, que el establecimiento de la responsabilidad solidaria del beneficiario o dueño de la obra derivada del artículo 34 del C.S.T. no requería de la necesaria presencia en el proceso del verdadero empleador.

IV - CONSIDERACIONES

Cuando la Sala resolvió la contumacia del proceso respecto a los obligados principales o contratistas independientes -como lo define el ordenamiento jurídico laboral aplicable al caso-, con ponencia de quien aquí cumple igual encargo, en dicha providencia se destacó que al invocarse la solidaridad en un contrato laboral, en la eventualidad de que se compruebe tal contrato, es posible que la sentencia que ponga fin al proceso condene al pago de las sumas y conceptos laborales probados, sin la necesaria asistencia de aquellos que se aduce como empleadores u obligados principales, al obtenerse certeza de la existencia del contrato de trabajo, lo cual se habrá de analizar en la sentencia que le ponga fin a la instancia.

Lo anterior, como quiera que la jurisprudencia laboral, aunque ha sostenido como regla general la necesaria comparecencia del verdadero empleador al proceso cuando quiera que se pretenda imponer obligaciones generadas en la relación laboral -como la solidaridad, por ejemplo- ha establecido, sin embargo, que en aquellos eventos en que se encuentre inequívocamente demostrada una obligación clara y actualmente exigible en cabeza de aquel (obligado principal), bien por la existencia de un acta de conciliación ora por la definición de un proceso anterior, no se requiere de su vinculación.

Descendiendo al caso concreto, en la demanda se alude a la existencia de una conciliación entre el demandante y su empleador, con la que se demostraría de manera inequívoca la existencia del contrato de trabajo del que deriva la eventual responsabilidad solidaria de la empresa demandada, luego entonces era aplicable al asunto la anterior regla jurisprudencial. 
Cabe destacar, sin embargo, que el alcance o validez del documento que el demandante presenta como conciliación, es un asunto del que debía ocuparse la sentencia de primera instancia, motivo por el cual la Sala Mayoritaria decidió en su momento ordenar la continuación del proceso con quien se aduce como obligado solidario, pese a la salida del proceso de los eventuales obligados principales.
Pues bien, llegados al momento de revisar el documento rotulado bajo el nombre de “conciliación laboral”, visible en el folio 13 del plenario, se lee lo siguiente: “Yo JEFFRI RODRÍGUEZ CARMONA (…) actuando a nombre propio o como representante legal de la obra de “seguridad dossi” (…). Empleador y Gildardo Antonio Vera Arias (…) TRABAJADOR, acuerdan de forma voluntaria pactar unos pagos quincenales hasta que se acabe la obra y ubicándolos en otro (sic.) obra cuando se recuperen físicamente y saludablemente, por la suma de $200.000 (…) El señor  Gildardo Antonio Vera Arias mediante este documento manifiesta que recibe a satisfacción el compromiso indicado, quedando el empleador a paz y salvo y libre de toda deuda laboral con el trabajador, dando por terminado la demanda ante la oficina de trabajo de Pereira”.
Al respecto debe anotarse que aun si en gracia de discusión se aceptara como prueba del contrato de trabajo dicha conciliación, lo cierto es que en el presente caso no se presenta la figura de la solidaridad establecida en el artículo 34 del C.S.T., dado que el objeto social de la dueña de la obra o labor contratada (ARCH INVERSIONES) no guarda ninguna relación con las actividades desarrolladas por el contratista independiente (JEFFRY RODRIGUEZ CARMONA), esto es, por quien se aduce como el empleador del demandante, como quiera que el trabajador supuestamente laboró en la obra de construcción de un edificio o local (como vigilante de la obra) y la empresa demandada se ocupa, según lo expresado en su certificado de existencia y representación (Fl. 14), básicamente de la representación, importación y venta de equipos electrónicos de seguridad, tales como: alarmas, circuito cerrado de televisión (…) etc., lo que no tiene nada que ver con la construcción, y es bien sabido que la solidaridad prevista en el artículo 34 del C.S.T., respecto del valor de los salarios, indemnizaciones y prestaciones sociales a cargo del contratista independiente, solo puede imponerse al beneficiario o dueño de la obra cuando lo contratado obedezca a actividades normales de su empresa o negocio.
Ahora bien, es del caso aclarar que la presente decisión no cierra la puerta a un futuro litigio en contra de quienes hayan sido los eventuales empleadores del demandante, habida cuenta de que la sentencia, como acaba de precisarse, solo tiene efectos de cosa juzgada en lo que atañe a la pretendida responsabilidad solidaria perseguida respecto a la empresa ARCH INVERSIONES DE COLOMBIA LTDA. 
En virtud de lo anterior se confirmará la decisión de primera instancia y se impondrá el pago de las costas de esta instancia al demandante. Liquídense por la secretaria de primera instancia.

En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE:


PRIMERO: CONFIRMAR en su integridad el fallo de la referencia.

SEGUNDO: costas de esta instancia a cargo del demandante.
NOTIFICACIÓN SURTIDA EN ESTRADOS. CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.
La Magistrada,

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ                 FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Con salvamento de voto
SALVAMENTO DE VOTO
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, Dos (2) de febrero de dos mil dieciocho (2018)

Me aparto de la decisión mayoritaria. Las razones son las siguientes:

Desde el salvamento de voto que presenté al auto de 16 de marzo de 2016 hice notar la equivocación en que incurría en ese momento la mayoría de la Sala al ordenar seguir adelante con un proceso que, a pesar de la existencia de un Litis consorcio necesario entre presunto empleador y obligado solidario, permitía la desvinculación del primero.

La razón es de simple lógica jurídica: Si en un proceso se pretende la declaración de existencia de un contrato de trabajo y que producto de esta se impongan obligaciones al presunto empleador, pero además que el cumplimiento de las mismas pueda ser exigido a un tercero en desarrollo de la figura de la solidaridad, obvio resulta que, al permitir la desvinculación del primero, no existirá legítimo contradictor respecto de la existencia o no del contrato de trabajo y por ende ninguna obligación habrá de derivarse de esa actuación. 

Ahora, al proferir la sentencia, la mayoría evade referirse de manera directa a la existencia o inexistencia del contrato, señalando que si en gracia de discusión se aceptara la vinculación laboral, no habría lugar a la solidaridad porque el objeto social de la dueña de la obra o labor contratada no guarda relación con las actividades desarrolladas por el contratista independiente. Todo para terminar confirmando la absolución proferida en primera instancia. 

En realidad el único resultado posible, en vista de la falta de legítimo contradictor era proferir una sentencia inhibitoria, pero por mayoría y para mantener su decisión plasmada en el auto de 16 de marzo de 2016, se persiste en el error, con la grave consecuencia que para justificar el dislate se dejó dicho expresamente que:

“Ahora bien, es del caso aclarar que la presente decisión no cierra la puerta a un futuro litigio en contra de quienes hayan sido los eventuales empleadores del demandante, habida cuenta de que la sentencia, como acaba de precisarse, solo tiene efectos de cosa juzgada en lo que atañe a la pretendida responsabilidad solidaria perseguida respecto a la empresa ARCH INVERSIONES DE COLOMBIA LTDA”

Como quien dice en este proceso se resolvió de fondo que no hay solidaridad respecto de unas obligaciones que no se sabe si existen o no. Algo difícil de abordar, pero así fue. Resulta interesante preguntarse: ¿Podría haberse declarado la existencia del contrato para de él derivar las obligaciones solidarias solicitadas?, como la respuesta en todos los eventos es negativa, entonces cabría preguntar una segunda vez: ¿Entonces para que se adelantó el proceso si en todo caso se sabía que su resultado iba a ser una sentencia absolutoria?

Dejo así salvado mi voto.
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado
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